Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:43). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


«Carpeta n.* 814/2017. Medidas cautelares adoptadas durante la etapa presumarial. Se 
sustituye el inciso segundo del numeral 62.1 del artículo 62 del Decreto-Ley n.* 14.294, de 31 de 
octubre de 1974, en la redacción dada por el artículo 2.? de la Ley n.* 18.494, de 5 de junio de 2009, 
Ley de Estupefacientes. (Distribuido n.* 1322/2017)». 


En la tarde de hoy vamos a recibir a la Comisión Interinstitucional para la aplicación del 
Código del Proceso Penal, integrada por representantes de la Fiscalía General de la Nación, del Poder 
Judicial y del Ministerio del Interior. Como recordarán los señores senadores, hay una cantidad de 
artículos desglosados y consultas pendientes sobre el Código de la Niñez y la Adolescencia, lo que 
motivó la invitación de la Comisión Interinstitucional. Le hemos enviado la versión taquigráfica de las 
sesiones anteriores, así que estamos a lo que puedan aportar y a las preguntas que tengamos con 
respecto a los artículos desglosados e, incluso, en relación a los ya aprobados. También es bueno 
recordar que habíamos desglosado todas las modificaciones al artículo 116, que tenía problemas de 
redacción, etcétera. 


(Ingresa a Sala la delegación de la Comisión Interinstitucional para la aplicación del Código 
del Proceso Penal). 


En primer lugar, agradecemos la presencia de la delegación que hoy nos visita. Como bien 
saben, ya hemos aprobado algunas modificaciones al Código General del Proceso, sobre 
disposiciones transitorias y libertad condicional, y ahora los hemos convocado porque estamos 
considerando un proyecto de ley que propone modificar varios artículos del Código de la Niñez y la 
Adolescencia. Supongo que les llegó la versión taquigráfica en la que se da cuenta de lo que hemos 
estado haciendo; han sido desglosados varios artículos —sobre todo, los primeros y los últimos— y 
algunos están en la etapa de consulta. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a hacer una aclaración, solamente para que todos estemos 
refiriéndonos a lo mismo. 


Primero se presentó un proyecto de ley en base al trabajo que los invitados realizaron, y hay 
un segundo proyecto que contiene modificaciones que fueron introducidas en la última sesión por el 
Frente Amplio. 


Solamente quería asegurarme de que disponíamos de las dos iniciativas porque vamos a 
tener que decidir en base a las dos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Secretaría me informa que les hicieron llegar los dos proyectos de ley, la 
versión taquigráfica y los artículos que fueron desglosados. 


SEÑORA GATTI.- Buenas tardes a todos. 


Queremos comenzar por aclarar que el proyecto de ley que llegó al Parlamento en primer 
lugar fue elaborado por la comisión interinstitucional, que fue creada el año pasado por el presidente de 
la república y que está integrada por la fiscalía, el Poder Judicial, el Ministerio del Interior y el 
Parlamento, aunque en esto no intervino el representante parlamentario. 


Lo que propusimos fue un conjunto de normas que tienen la finalidad de ajustar el Código del 
Proceso Penal para su mejor aplicación en cuanto entre en vigencia. Dentro de las normas que 
consideramos deben ser modificadas está el Código de la Niñez y la Adolescencia. Nuestra idea es 
adecuar el proceso de los adolescentes infractores al proceso penal, por la sencilla razón de que no 
podemos pensar en un proceso de mayores garantías para los adultos sin otorgar esas mismas 
garantías para los adolescentes en infracción a la ley penal. Además, hay motivos de orden práctico: 
en realidad, mantener el proceso que prevé el Código de la Niñez y la Adolescencia al día de hoy con 
un sistema acusatorio —como es el que va a estar rigiendo en poco tiempo- genera procesos 
incompatibles, sobre todo en aquellos casos en que un delito es cometido, a la vez, por adultos y 
adolescentes, y más aún en el interior del país, cuando es el mismo juez quien tiene que intervenir para 
el caso de adolescentes y el de adultos. Por tanto, ante un hecho delictivo, la policía estaría dando 
cuenta, simultáneamente, al juez por los adolescentes y al fiscal por los adultos; entonces, el mismo 
juez que debe mantenerse al margen de la investigación, porque ese es su rol en un proceso 
acusatorio, iba a estar inserto en la investigación en el proceso por adolescentes. Esto es 
absolutamente imposible de aplicar en la práctica. 


Este proyecto de ley toma como base un proyecto elaborado por el doctor Eduardo Cavalli, 
que es ministro del tribunal de apelaciones de familia y que ha trabajado mucho en este tema. Le 
vamos a ceder la palabra para que se refiera a la parte técnica del Poder Judicial, sin perjuicio de que 
la fiscalía también participe. Quería precisar que este proyecto fue puesto a consideración por las 
jerarquías de cada una de las instituciones de la que forma parte la comisión y en lo que refiere 
especificamente al Poder Judicial este proyecto no fue aprobado por la corte, no porque esté en 
discrepancia sino porque consideró que dado el escaso tiempo que quedaba para que el código 
entrara en vigencia —-se había comprometido para el 16 de julio-, no era posible efectuar un 
pronunciamiento, no era posible esperar que esto pudiera ser aprobado. Por lo tanto, la corte no se 
pronunció sobre su contenido y, en consecuencia, quienes comparecemos por el Poder Judicial lo 
hacemos como integrantes de la comisión interinstitucional. Así quedó planteado ante la corte y por 
supuesto que nos autorizó a comparecer en ese rol, pero no representamos su opinión. 


SEÑORA MARQUISÁ.- Es un gusto estar nuevamente en esta comisión. Agradecemos la 
convocatoria. 


Adhiero totalmente a las palabras de la señora Gatti. Solamente quiero hacer referencia a la 
postura que tiene la institución de la que formamos parte y de la comisión interinstitucional. Como 
señalaba la señora Gatti, una vez que los integrantes de la comisión logran un consenso —en el 
entendido de que había algunas normas del proceso penal sancionado que tenía ciertas 
inconsistencias—, como hemos tenido un poco más de tiempo para poder analizar, elaboramos un 
anteproyecto que pretendíamos que se elevara como tal y que fuera presentado por quien tuviera 
iniciativa parlamentaria. Ese proyecto no fue presentado. En ese momento aunque el fiscal lo apoyaba 
en un todo decidió elevar una nota a la señora Ministra de Educación y Cultura en la que adjuntaba el 
proyecto, en el entendido de que era necesario realizarle una serie de modificaciones al Código del 
Proceso Penal, junto con otra normativa que nos parecía fundamental ajustar. Por lo tanto, la postura 
que la fiscalía mantiene hasta ahora es la de apoyar todo aquello que se acordó en la comisión 
interinstitucional. 


Quedamos a disposición para cualquier pregunta. 


SEÑOR CAVALLI.- Muchas gracias por recibirnos. Adhiero a todo lo que se ha expresado. 
Obviamente, nuestro proyecto ha sufrido una serie de modificaciones. Por supuesto que el Parlamento 
habrá de resolver el tipo de proceso penal que tendremos para los adolescentes. 


Es importante señalar que estamos ante la posibilidad de que se cumpla por primera vez la 
convención de los derechos del niño, que no prevé otro procedimiento que aquel inspirado en la 
filosofía acusatoria. Es decir que parte de la base de que habrá un ministerio público o una autoridad 
que no necesariamente es la judicial, que va a determinar qué acciones se van a llevar adelante 
cuando un adolescente cometa lo que se considera una infracción a la ley penal. No todo se judicializa 
o por lo menos para la convención no todo tiene que seguir el proceso ordinario penal. Por lo tanto, 
creo que estamos ante un hecho histórico. Zafamos del arranque inquisitivo que tiene el actual Código 
de la Niñez y la Adolescencia porque en Uruguay cada vez que un adolescente supuestamente comete 
una infracción lo primero que se hace es llamar al juez, desobedeciendo el mandato de la convención. 


Quizá el camino sea llamarlo a responsabilidad por la infracción a través de este proceso, pero eso lo 
va a tener que resolver la fiscalía cuando se enfrente a cada caso concreto. 


Quiero resaltar, además, que en el proyecto presentado por nosotros se había establecido la 
posibilidad de acumulación de los procesos que se siguen para adultos y adolescentes a partir del 
mismo hecho. Si bien se podría considerar que esto haría que se viera afectado el cumplimiento de la 
convención —dado que esta habla de procedimientos y de autoridades especiales—, entendíamos que 
no, por la circunstancia de que, en la mitad del país, los mismos tribunales que atienden asuntos de 
responsabilidad penal de adultos, son los que atienden responsabilidad infraccional de adolescentes; 
es el mismo órgano. Incluso, de hecho, se da el fenómeno de que la misma prueba que se tramita para 
un adulto —la declaración de una víctima, por ejemplo— se aprovecha en los dos procesos y, como en el 
de Código de la Niñez y la Adolescencia actual se prevén más garantías que en el Código del Proceso 
Penal de 1980, en general, se tramitaba el proceso de adolescentes y luego se testimoniaba y se 
trasladaba al proceso de adultos. 


Hago este planteo simplemente como una preocupación, porque como en Montevideo esto 
no es así, podemos tener una actitud de respuesta del Estado caracterizada por cierta falta de sintonía. 
Es decir que por el mismo hecho en el que participen un adulto y un adolescente, la fiscalía 
independiente de menores —como se la sigue llamando- acuse determinados hechos o disponga, 
mediante el juez de adolescentes, una medida privativa de libertad y en cambio por el mismo hecho al 
adulto no se lo responsabilice. Me refiero a la posibilidad de que se proceda, por el motivo que fuera, a 
la no formación de presumario o al pedido de no procesamiento por las razones de política criminal. 


Esto es lo que nos había animado a tener una suerte de proceso en el que hubiera una 
respuesta única. Habrá que analizar otros mecanismos para ver si se puede evitar que la norma sea 
más gravosa para el adolescente. 


Simplemente agrego que quedamos a las órdenes. Entiendo que esta es una respuesta 
técnica pero será el Parlamento el que resuelva qué Código del Proceso Penal tendremos. Me parece 
fundamental entender que, tal como interpretamos el dictamen de la convención, este es un proceso 
penal, o sea que no es un proceso tuitivo, sino fundamentalmente de respuesta, donde lo 
socioeducativo quizá tenga mayor preeminencia que lo aflictivo. Sí tiene que ser un proceso penal 
puro, en el sentido de que debe haber una acusación, una defensa y luego una sentencia. Por eso, 
habíamos propuesto como técnica que se aplicara el CPP, que es el mejor instrumento que tendrá el 
Uruguay a efectos de perseguir delitos. Como instrumento, como herramienta procesal, pienso que es 
mejor que lo que se pueda intentar mediante el actual CNA. De ahí que habíamos propuesto que se 
aplicara el CPP, obviamente, con las especialidades a que nos obliga la convención. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si están todos de acuerdo, ingreso directamente a las dudas que tenemos 
sobre las normas, las que paso a listar. 


Desglosamos los artículos 1% y 2%, porque hay una propuesta sustitutiva que parece ir en 
contra de lo que se ha dicho acá. Concretamente, esa propuesta sustitutiva refiere a que nos sigamos 
rigiendo por el Código de la Niñez y la Adolescencia y por el Código del Proceso Penal, con las 
modificaciones que se establecen en el artículo 2.*. Pienso que las diferencias no son tan grandes, sino 
que, en realidad, su propuesta tiene que ver con pasar todo al Código del Proceso Penal, con las 
modificaciones establecidas en el artículo 2”. Lo que se está proponiendo por el otro lado, es aplicar el 
Código de la Niñez y la Adolescencia y que a su vez se le hagan modificaciones. A mi entender, esto le 
quitaría unidad —no quiero adelantar mi opinión, aunque ya lo esté haciendo de hecho-—, pero me 
gustaría escuchar la opinión acerca de no ir por el camino señalado por ustedes, el del Código del 
Proceso Penal, sino por el de la aplicación de este código solamente en forma subsidiaria. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si están de acuerdo vamos artículo por artículo. 


SEÑOR CAVALLI.- Con respecto al artículo 75 quiero señalar que en toda la estructura del Código de 
la Niñez y la Adolescencia que prevé diversos tipos de procedimientos penales y no penales hay una 


remisión al Código del Procedimiento, salvo en algún proceso muy puntual pero, por ejemplo, los 
juicios de tenencia, visitas y pensiones alimenticias no crea un nuevo proceso, sino que se refiere al 
Código General del Proceso. ¿Cómo se tramitará? Se tramitará de acuerdo al Código General del 
Proceso, por eso nuestra propuesta sigue el mismo lineamiento. ¿Cómo se tramita un llamado de 
responsabilidad a un adolescente que comete una infracción a la ley penal? A través del Código del 
Proceso Penal que es la herramienta procesal, porque lo procedimental es una herramienta, una 
estructura, además de las garantías. En la situación actual los jueces hemos visto que la redacción 
actual remite al CGP para el proceso penal, pero hay institutos liberatorios y garantías del 
procedimiento como, por ejemplo, el efecto extensivo de los recursos que están en el CPP y no en el 
CGP. Por lo tanto, planteamos que hubo una comisión que estudió —que creo que es un código 
moderno donde se reúnen absolutamente todas las garantías— no desatender el CGP, sino utilizarlo 
con las especificaciones propias de la materia de la adolescencia. Esa es, básicamente, nuestra 
postura. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La comisión redactora propone que se siga el Código del Proceso Penal y la 
modificación presentada por la bancada del Frente Amplio que dice que se ajustará a lo establecido por 
este código y en forma subsidiaria para lo no previsto por lo dispuesto en el Código del Proceso Penal. 


SEÑORA MARQUISÁ.- Para abonar lo recién planteado por el doctor Cavalli, en un cuerpo normativo, 
como es el Código del Proceso Penal, los primeros artículos —del 1* al 12-— refieren a los principios y las 
directrices que informan y permiten interpretar todo el código. Una de las cuestiones que podría quedar 
salvada en nuestra propuesta es que si hay alguna norma dentro del CNA que de pronto en este 
momento no tenemos en cuenta, al aplicarse el Código del Proceso Penal los principios permitirían una 
interpretación verdadera de este nuevo sistema. Eso estaría colaborando, porque lo que rige es el 
Código del Proceso Penal con todo su elenco de principios, lo que permite de alguna manera hacer 
una buena interpretación sobre cuál es la norma aplicable en caso de que nos estuviéramos quedando 
cortos con alguna norma del CNA. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Trasmito a la comisión una pregunta de una asesora legal: ¿Qué pasa con 
las condiciones médicas del adolescente antes del tiempo del informe, que puede ocurrir hasta 15 días 
después de la audiencia de formalización? En el CNA antes de los traslados interinstitucionales y 
ponerlo en presencia del juez, se le hacía el examen médico correspondiente. 


SEÑOR CAVALLI.- El CNA prevé esto para la hipótesis de detención y privación de libertad continua, 
es decir, luego que el adolescente es detenido es trasladado a una dependencia del INAU o policial 
especializada y luego al tribunal. Esos traslados van acompañados de un certificado médico a los 
efectos de asegurar que el adolescente no sea violentado en su integridad física. En estos casos, 
obviamente, estamos advirtiendo que no estaríamos en la misma situación, pues el adolescente ha 
recuperado la libertad y hay una convocatoria a un acto procesal posterior al que acude citado, 
emplazado. No sé si con esto evacuo la consulta. 


SEÑORA PRESIDENTA. — Está bien. 


¿Existe alguna otra pregunta respecto a los artículos 1% y 2? que fueron desglosados a los 
efectos de contrastar una alternativa a la propuesta que la comisión avala, es decir, aquella que se 
presentó primero y que dice relación con que el nuevo CGP rija plenamente? 


SEÑOR MICHELINI.- A ver si nos ponemos de acuerdo. En cuanto a la preocupación que percibí que 
tienen ustedes en relación con el artículo 1%, digo lo siguiente. Si se diera un giro en función del 
segundo proyecto que presentamos en el que rigen el CNA y subsidiariamente el Código del Proceso 
Penal, ¿ustedes estarían de acuerdo? ¿O hay otra parte que ustedes creen que también debería 
regir? ¿El problema es lo relativo a los principios o hay algún otro elemento que ustedes piensan que 
debería destacarse? 


SEÑORA GATTI.- En realidad la postura de la comisión fue extender al proceso de adolescentes todas 
las disposiciones del Código del Proceso Penal, con las salvedades propias de este proceso. Esas son 
las modificaciones que prevé el CNA. O sea, el proceso en sí, la estructura, los actos procesales, 
serían los del Código del Proceso Penal, incluidos sus principios. Luego hay modificaciones por la 
especial naturaleza del sujeto que está siendo juzgado en este proceso, y por eso existen algunas 


especificidades. La idea partía de la base de una estructura única. Tan es así que la comisión se había 
planteado la idea de que en hipótesis de delitos cometidos simultáneamente por adultos y 
adolescentes, podía tramitarse un único proceso ante un juez penal especializado en adolescentes 
que, por conexión, iba a entender en el caso concreto, tanto para el adulto como para el adolescente. 


En el proyecto presentado por la bancada del Frente Amplio esto se cambia porque se 
pretende acotar los plazos del proceso penal para adolescentes. Entonces, no podíamos tener un 
mismo proceso con un plazo para el adulto y otro plazo para el adolescente. Si queremos acortar el 
plazo en el que el fiscal debe deducir acusación y dictarse sentencia, no puede haber un único 
proceso. 


Nosotros partimos de la aplicación de todo el Código de Proceso Penal, con las 
especificidades propias de los adolescentes. 


SEÑOR BORDABERRY.- Vuelvo al artículo 2%. Hay detalles que me llamaron la atención, quizás 
porque nunca ejercí en materia penal y menos en lo que atañe a menores. En el literal b) se dice: «En 
materia de responsabilidad penal de adolescentes, nunca podrá fundamentarse ni motivarse el mayor 
rigor de una medida cautelar o definitiva en las situaciones de pobreza, exclusión, marginalidad social o 
en la falta de contención familiar que sufriera el adolescente». 


¿Existe algún fiscal que haya pedido esto? ¿Hay jurisprudencia que se haya basado en 
esto? No es que no esté de acuerdo con esto, pero ¿hay casos? Me llama la atención que se incluya, y 
si se hace será porque seguramente existen antecedentes basados en que por situación de pobreza 
hay que tener mayor rigor en la medida cautelar. Rompe los ojos que está violando varios principios 
constitucionales. 


Al final de esa frase se dice que estos supuestos, por el contrario, motivarán a los fiscales y a 
los tribunales de la materia Familia para una enérgica respuesta de restitución de derechos. ¿Qué 
derechos se están restituyendo? ¿Qué derechos va a restituir el juez? Si hay exclusión, falta de 
contención familiar —a la que todos tenemos derecho— cómo restituye un juez esa contención. Al ver la 
norma me llamó la atención y por eso solicito que profundicen en ella porque debe haber algún motivo. 
No es que esté en desacuerdo, sino que no la interpreto adecuadamente. 


SEÑOR CAVALLI.- Está muy bien que se toque este tema porque lamentablemente se han 
constatado resoluciones judiciales en casos, por ejemplo, en los que un adolescente que está privado 
del medio familiar es internado, es decir, se adopta una medida cautelar propia del proceso penal por la 
falta de contención familiar. Es un error que se ha constatado. Incluso hoy vemos acusaciones del 
Ministerio Público donde se fundamenta una mayor extensión de la privación de libertad en el 
entendido de que los hogares de Inisa van a producir un efecto significativo en virtud de que ese chico, 
en su familia, barrio y demás, está siendo vulnerado en sus derechos y no tiene la posibilidad de una 
contención familiar que lo oriente por la vida como es debido, respetando los valores de los demás. 


Lamentablemente, esto es moneda corriente. Creo que se paga tributo a aquello que ustedes 
saben que a veces las doctrinas van pesadamente desacompasadas de lo que es un cambio 
normativo. En Uruguay, hasta el año 1994, los viejos juzgados de menores tramitaban las situaciones 
de vulneración de derechos, como así también situaciones donde un menor cometía un delito. Era la 
misma competencia, la misma jurisdicción y lamentablemente era constatable que a veces se 
fundamentaba una internación para proteger sus derechos. Se decía que con la internación se lo 
estaba protegiendo y no penando. Fue así que la convención de derechos del niño, luego algunas 
acordadas de la corte y finalmente la Ley n.* 16.707 del año 1995 determinaron la separación de 
filosofías. Por eso insistíamos tanto —y esto relacionado con la pregunta del señor senador Michelini— 
en el sentido de que es fundamental entender que este es un proceso penal y no un proceso de 
protección; de lo contrario, con la excusa de proteger a veces estamos penando más de una forma que 
no corresponde, más allá de lo que prevé la ley sustantiva en cuanto a la sanción a aplicar. 


La respuesta es sí, señor senador. Lamentablemente vemos resoluciones judiciales, pedidos y 
acusaciones donde se establece la vulneración de derechos como un motivo para privar de libertad 
más tiempo, como respuesta. 


Esta norma copia en parte un proyecto de 2013 a raíz de la Ley n.” 16.055, que establece una 
convención. En su redacción original decía —palabras más, palabras menos— que estos supuestos, por 
el contrario, motivarán a las fiscalías y a los tribunales de la materia familia para una adecuada 
protección de derechos de modo que los infelices sean los más privilegiados, haciendo referencia a 
una frase artiguista que para nosotros es muy cara. Es decir, constantemente vemos procesos de 
adolescentes que son responsables de infracción —que correctamente son responsabilizados— y que 
tienen historias de vida tremendas. Es muy raro entender a un adolescente que comete un delito y no 
tenga una historia familiar de absoluta vulneración de derechos. 


Entonces, la solución que tuvo el CNA en el año 2004 y la que proponemos ahora es que ese 
testimonio se envíe al juzgado de familia y a la fiscalía de familia porque, a través del proceso que está 
previsto en su artículo 117, todo juez que advierte que un niño, niña o adolescente está vulnerado en 
sus derechos, debe adoptar las medidas que establece ese capítulo del código a efectos de la 
restitución de derechos, como por ejemplo llamado de atención a los padres, en último caso la 
internación, si hay un problema de salud grave atender esa situación, pero son procesos no penales. 
Me parece que esa dicotomía es esencial en lo que la Convención sobre los Derechos del Niño y a 
través de las observaciones generales continuamente se está reclamando: que entendamos el proceso 
penal como una respuesta ante una infracción, pero que la protección de derechos sea competencia de 
otra materia. 


SEÑOR BORDABERRY.- Obviamente, esto hay que relacionarlo con lo anterior, es decir que cuando 
el ministerio público tome conocimiento de que el adolescente se encuentra en la situación prevista en 
el artículo 117 de este código —que es eso—, deberá comunicarlo. 


¡¿Cuál es la enérgica respuesta?! Siempre me dijeron que le estamos trasmitiendo al juez 
que tiene una respuesta enérgica. ¡Adjetivamos la respuesta! Como decía Hemingway, nunca 
adjetives, deja que surja del texto. Entonces, ¿cuál es esa enérgica respuesta que debe dar el tribunal 
de familia? En la situación anterior no es que los jueces quisieran fundamentar para tener a la persona 
más tiempo internada, sino que en su razonamiento antiguo —anterior al 94— decía: bueno, entre que 
vuelva a ese lugar en donde no tiene padre, donde está rodeado de delincuentes y delinca 
nuevamente, prefiero tenerlo acá porque supongo que va a estar más contenido. No es que el juez 
fuera malo en ese momento, sino que era el instrumento que tenía. Ahora bien, ¿existen hoy las 
herramientas sustitutivas para esas situaciones en que el menor no tiene padre ni madre ni 
contención? ¿Cuál es el camino? 


SEÑOR CAVALLI.- Con respecto a la aplicación del proceso previsto en el artículo 117, como judicial 
debo señalar que hoy no tenemos una respuesta adecuada. Quizás lo de enérgico es un llamado a que 
haya un mejor sistema de protección. 


Si bien sé que no es el tema de la comisión, quiero decir que cada uno de los juzgados 
letrados de familia especializados que atiende en las materias violencia doméstica y estos procesos del 
artículo 117 están absolutamente colapsados por la cantidad de trabajo. Quizás el empleo del adverbio 
«enérgicamente» sea para hacer un llamado de atención de que tendría que haber un procedimiento 
mucho más ágil. Esto pasa con los recién nacidos en el Centro Hospitalario Pereyra Rossell, en fin, con 
toda nuestra niñez y adolescencia que está sufriendo vulneración de derechos donde, como judicial, 
debo reconocer que no estamos haciendo las cosas bien. No digo que sea responsabilidad de los 
jueces, sino que quizás falta avanzar mucho en ese camino. 


SEÑORA PAYSSÉ.- A propósito de los textos que tenemos, quisiera volver para tener la certeza 
después cuando tengamos que definir. 


En el proyecto que viene de la comisión y que recogen los senadores de la Comisión de 
Constitución y Legislación, el tercer párrafo del punto 3) «Diligencias probatorias necesarias» del 
artículo 76, plantea: «Culminada la audiencia de formalización, INISA efectuará informe que incluirá 
evaluación médica, psicológica, social y sobre posibilidades de inserción en el sistema educativo y de 
salud. En particular, el informe se expedirá respecto de las necesidad e idoneidad de medidas a 
adoptar para asegurar la finalidad perseguida en el artículo 79 de este Código». 


Acá tenemos una alternativa, que no hemos votado, que plantea: «Culminada la audiencia de 
formalización, se efectuará un informe técnico, el cual deberá realizarse en un plazo máximo de 15 
días e incluirá una evaluación médica, psicológica, socioeconómica, familiar y educativa». Intuyo la 
respuesta, pero quisiera saber por qué se menciona específicamente al Inisa; ¿no habría que buscar 
en la propia sede los informes técnicos? Quizás, después de analizados estos informes se podrá o no 
derivar al Inisa. Tengo claro que el Inisa se encarga de las medidas socioeducativas privativas y no 
privativas, pero me surgen estas dudas porque no sé si realmente el texto original que ustedes 
aprobaron —que habla específicamente del Inisa— está ajustado y define cuál es el ámbito que debe 
resolver sobre el informe de la evaluación médica, psicológica, etcétera. 


SEÑORA AYALA.- Con respecto al artículo 75 y de acuerdo con lo que vino en la redacción, me 
gustaría saber si consideran que es aplicable a los adolescentes un proceso abreviado. 


En lo que tiene que ver con el artículo 76, dada la especialidad que debe tener el proceso 
adolescente y según lo que establece la normativa internacional, ¿podemos aplicar esto a los plazos 
del CPP con las modificaciones que fueron enviadas? 


SEÑOR HEBER.- Me gustaría referirme al numeral 2 —«Norma especial»— del artículo 76, que dice: 
«En toda intervención del Ministerio Público en la etapa indagatoria preliminar, así como en todas las 
audiencias en las que participe como parte un adolescente, se procurará la presencia de padres o 
responsables 


La Fiscalía y el Tribunal deberán garantizar que el adolescente y sus padres o responsables, 
sean informados de los derechos que les asisten». 


Hemos analizado esto con nuestros asesores y notamos que esta norma no prevé ningún tipo 
de sanción en caso de omisión por parte de los padres o responsables; se corre el riesgo de que esto 
sea una mera expresión de buenas intenciones. Tal vez debería preverse —así lo creemos—, al menos, 
la comunicación de los antecedentes de la incomparecencia de los padres o responsables a la justicia 
penal, a los efectos de la investigación de una eventual omisión a los deberes inherentes a la patria 
potestad. Decimos esto porque llegado el caso de que se produzca el vacío de la presencia de los 
padres o los responsables del menor, nos gustaría saber cuál es su opinión a este respecto. 


SEÑOR BORDABERRY.- De acuerdo con el camino que ha tomado el señor senador Heber, me 
gustaría agregar que el numeral 6 de este mismo artículo señala: «El defensor tiene el deber, bajo su 
más seria responsabilidad, de comunicar al adolescente toda resolución judicial pronunciada en el 
proceso de que sea parte, en términos sencillos y claros, evacuando todas las dudas que le plantee». 
Más allá de que me llamó la atención el término «seria» porque antes se usaba la palabra «severa» —_lo 
cierto es que hace mucho que no ejerzo—, esto es una norma programática. ¿Cómo se prueba después 
si el defensor comunicó al adolescente la resolución? Y no solo eso, ¿cómo se prueba si lo hizo «en 
términos sencillos y claros, evacuando todas las dudas que le plantee»? ¿Acaso el defensor va a labrar 
un acta por escrito? ¿Cómo se probaría esto el día de mañana? Fijense la discusión que podría darse 
entre el abogado defensor y el menor diciendo: «A mí no me aclaró cuál era el alcance de la 
resolución». A su vez le da poder para después decir: «Usted es responsable seriamente por esto». No 
sé cómo funciona esto en la práctica, pero me llamó la atención. De nuevo, tampoco tiene sanción más 
que la seria responsabilidad del defensor. Entonces, ¿cuál es la sanción? Si es defensor público, le 
harán un sumario y lo anotarán en el legajo; si es un defensor privado, le hará un procedimiento ante la 
Corte, pero ¿cómo se prueba? En realidad, me cuesta un poco ver la parte práctica del funcionamiento 
de este artículo. 


SEÑORA GATTI.- Con relación a lo que planteaba la señora senadora Payssé, se hizo referencia al 
inicio en el artículo 76, un poco por práctica pero, en realidad, la redacción que está planteada en el 


proyecto modificativo es más amplia y, quizás, cubre mejor las eventualidades de ese informe sin hacer 
referencia a un organismo en especial y así poder recurrir a otro tipo de pericia o estudio que pueda ser 
más adecuado para el caso. Creemos que la nueva redacción que fue propuesta después apunta a lo 
mismo, clarifica y evita inconvenientes, porque si hoy o mañana se modifica también el organismo 
público, se le cambia el nombre, ya es un problema menos para solucionar y una norma menos a 
modificar. 


En cuanto a la sanción por inasistencia de los padres estaríamos generando una 
modificación a lo que es el sistema penal sustancial, es decir, hay o no hay delito y en un sistema 
acusatorio tenemos que olvidarnos de generar este tipo de responsabilidades al juez de dar cuenta 
sobre la eventual comisión de delito. En todo caso, el fiscal, que va a estar presente en el proceso 
debería asumir las medidas que entienda del caso, si esto puede llegar a generar una hipótesis de 
omisión de los deberes inherentes a la patria potestad. Esto deberíamos analizarlo porque, en todo 
caso, se está generando una eventual modificación a la responsabilidad de los padres; eventualmente, 
lo que los señores senadores están planteando es un delito de omisión de los deberes inherentes a la 
patria potestad. En principio, en un sistema acusatorio, ya que allí hay un fiscal interviniendo, este 
debería adoptar las medidas del caso para trasladarlo al fiscal competente y, si es el mismo, para 
adoptar las medidas que entienda procedentes en el marco del proceso penal de adultos. Nosotros no 
lo planteamos específicamente como una sanción allí porque es muy difícil generar responsabilidades 
objetivas en materia penal; que la mera inasistencia ya genere delito es algo que no nos lo habíamos 
planteado. 


En cuanto a lo que planteaba el señor senador Bordaberry con relación a la obligación de la 
defensa de comunicar efectivamente, es una norma de difícil prueba para establecer hasta qué punto 
el defensor explicitó o no la responsabilidad de ese adolescente y las eventuales sanciones y 
responsabilidades en que podría incurrir. Lo que se busca es que haya una defensa material que 
efectivamente proteja a ese adolescente y asista como tal, no simplemente firmando un acta para 
terminar un interrogatorio. De todas maneras, en la medida que nosotros consideramos que la norma 
base para el procedimiento es el Código del Proceso Penal, cabe decir que, precisamente, este pone a 
cargo del juez el asegurarse en cada instancia del proceso que el imputado —está previsto para 
adultos, pero funcionaría igual para los adolescentes-— tiene claro los derechos que le asisten y le debe 
recordar cuáles son y las eventuales consecuencias, incluso, frente a medidas alternativas que pueden 
surgir a lo largo del proceso. Por lo tanto, esos derechos están garantizados con el desarrollo de la 
audiencia y el rol activo que, en ese sentido, tiene que tener el juez en un sistema acusatorio. 


SEÑORA MARQUISÁ.- Con relación a una de las consultas que hizo la señora senadora Ayala en 
cuanto a si los plazos van contra algunas convenciones internacionales, teniendo en cuenta que para 
los adolescentes deben ser menores, cabe decir que hoy justamente repasamos algo con los 
integrantes de la comisión y se ha hablado de un plazo razonable sin establecer uno en concreto. Lo 
que está claro es que acá también juegan otros aspectos que tienen que ver con la prescripción, en 
este caso de las infracciones de adolescentes que es mucho menor que la de los adultos, en cuanto a 
los delitos. Estamos hablando de que si nosotros tuviéramos una indagatoria preliminar, o sea cuando 
comenzamos con la investigación, en la propuesta que hace esta comisión de modificación del Código 
del Proceso Penal se estaría pensando en una investigación preliminar que no tendría plazo. El plazo 
estaría dado, por ejemplo, por la prescripción del delito o una posibilidad de jactancia. Los delitos 
prescriben y los plazos son mucho mayores a la prescripción que se establece de las infracciones para 
adolescentes, donde el mayor plazo es de dos años. Ahí ya se estaría acortando el plazo. 


Por otro lado lo que sí me parece que es una decisión política para resolver es qué es lo que 
está en juego. Si estamos hablando de acortar los plazos, también debemos pensar que cada vez que 
tenemos un hecho donde puede haber partícipes adolescentes y adultos, si los hacemos por dos 
carriles distintos tenemos dos juicios diferentes con titulares de la investigación y jueces que 
resolverán de manera distinta, y esto hace que tanto víctimas como testigos tengan que concurrir en 
instancias diferentes para poder obtener la información y después debatirla en un juicio. 


Creemos que justamente es eso lo que hay que discutir. Si acortamos el plazo en cuanto a 
que el del adolescente tiene que ser más corto y superamos de alguna manera al que se establece en 
las convenciones que habla de un plazo razonable y no se establece un plazo, o si el que estamos 
pensando para los adultos colabora en resolver en una misma sede, frente a los mismos titulares —el 


de la investigación y quien está juzgando— una situación donde tanto víctimas como testigos concurran 
por una sola vez y no los estemos revictimizando haciéndolos ir de sede en sede. 


Ese es el planteo al que hacíamos referencia y quizás el doctor Cavalli puede ahondar en 
cuanto al punto del plazo razonable. 


SEÑOR CAVALLI.- Queremos hacer algunas precisiones. La invocación al Inisa un poco formaba parte 
del rol que podemos diferenciar hoy del que tuvo antes el Sirpa y el INAU. Encontrar una medida 
idónea para un adolescente que comete una infracción a un ilícito penal es un tema bastante 
complicado. ¿Cuál es la medida? Estamos de acuerdo que, en cumplimiento de la Convención, habrá 
que dejar para los casos más graves la privación de libertad. El tema es cuándo y qué tipo de medida 
se aplica. Quién aconseja al juez qué tipo de medida es idónea para el caso concreto. A diferencia de 
lo que ocurre en penal de adultos donde para el delito de hurto hay determinada pena que va de la 
prisión a la penitenciaría, en adolescentes debemos encontrar aquella medida idónea para el caso 
concreto de ese adolescente. Por eso se hacía la referencia al Inisa, porque se entendía que era la 
Institución Nacional de Inclusión Adolescente que nos podía de alguna manera orientar sobre qué 
piensa hacer el Estado con el caso puntual de este adolescente que cometió tal infracción a la ley 
penal. Obviamente, después, el juez juzgará en cuanto a una cantidad de parámetros incluido el 
informe pericial. Concuerdo con la doctora Gatti que esto amplía las posibilidades porque tampoco 
sabemos si el Inisa puede abarcar a todo el territorio nacional. De hecho Inisa hace informes muy 
buenos en aquellos adolescentes que están privados de libertad. 


En cuanto al proceso abreviado —que creo que lo planteó la señora senadora Ayala— hoy está 
vigente aunque se aplica muy poco, pero por la Ley n.* 19.055 —creo que en el artículo 3— se establece 
que en sustitución del auto que da inicio al proceso penal se podrá dictar la sentencia definitiva. O sea 
que Uruguay ya lo reconoce. En la práctica se ha aplicado muy poco. La ley entró en vigencia en enero 
de 2013, ya lleva cuatro años en vigor y personalmente lo vi una sola vez. Hay dos tribunales en todo 
el país y llegan la mitad de los casos. No creo que sea de mucha aplicación práctica. En concreto hoy 
está vigente y se podría emplear como herramienta. 


En cuanto a la inquietud del señor senador Heber, quiero señalar que por lo menos en el 
proyecto de la comisión interinstitucional no se hablaba de la derogación de la Ley n.* 19,055. Esta 
ley prevé normas procesales que podrían verse afectadas —por ejemplo las medidas cautelares de 
privativas de la libertad— pero hay normas sustantivas como, por ejemplo, el año mínimo en el caso de 
una infracción de rapiña cometida por un adolescente mayor de quince años. Esa, por ejemplo, es una 
norma sustantiva que está vigente y, entre las disposiciones que entendemos que lo siguen estando 
figura la relativa al envío de testimonio a la justicia penal —habrá que adaptarlo a la nueva realidad— 
para llamar a responsabilidad a aquel padre que, de pronto, ha incurrido en un delito de omisión de los 
deberes inherentes a la patria potestad. Entendíamos que, en ese caso, la norma la Ley n.* 19.055— 
continuaba vigente. 


En cuanto a la otra inquietud —es un tema muy interesante— que planteó el señor senador 
Bordaberry acerca de quién trasmite información y asesora al adolescente, entendíamos que ese era el 
rol natural del defensor. Estamos con un debe a nivel de práctica judicial porque la Convención sobre 
los Derechos del Niño dice que todo niño tiene derecho, obviamente, a participar en un proceso que lo 
afecte pero, además, a obtener respuesta. Eso también lo dice el artículo 8” del Código de la Niñez y la 
Adolescencia; esas normas —el artículo 12 de la mencionada convención o el 8% de la CNA-— se aplican, 
obviamente, al proceso penal de adolescentes. 


Por ejemplo, en un asunto no penal sino de familia y cuando hay un adolescente que ha 
declarado, nuestros tribunales tienen la costumbre de encargar a su defensor, como un deber, que 
explique en términos accesibles por qué razones se adoptó tal o cual decisión o por qué la tenencia la 
va a tener el papá o la mamá. Hace poco hubo un caso que tomó bastante estado público de una jueza 
del interior que escribió un considerando entero, en términos coloquiales, dirigido al niño —«Hola, 
fulano. Soy fulana, la jueza del caso», etcétera—, explicándole cuáles fueron las razones de su 
decisión. 


En el CNA se estableció que la sentencia debía ser dictada en términos sencillos, pero la 
práctica demuestra que se dicta como si fuera dirigida a un adulto. Por lo menos, en lo que a mí 


respecta, a veces me cuesta entender la terminología que se utiliza. Los abogados tenemos el defecto 
de hablar en forma muy técnica y a veces me pregunto si los adolescentes entenderán algo de lo que 
se les está diciendo. Me parece que el camino, la finalidad del artículo 79 es que ese adolescente no 
vaya por la vida violando los derechos de los demás y eso implica toda una obra que comienza al inicio 
del juicio y que terminará cuando se ejecute la sentencia. Es un capítulo fundamental que él entienda 
por qué se toman esas resoluciones. 


No habría sanción, más que, de pronto, la que se pueda adoptar contra los defensores 
públicos; me parece que esa podría ser la más efectiva. Entiendo que es un derecho imprescindible del 
adolescente saber de qué se trata todo esto. He visitado la colonia Berro y les he preguntado quién fue 
su juez; ellos confunden al juez con el receptor y a este con el fiscal. Para ellos son todo lo mismo y 
creo que es gravísimo que eso esté pasando, hay como una especie de choque cultural con el 
adolescente. Para muchos de ellos es la primera oficina pública que pisan en su vida porque no tienen 
acceso al sistema de educación ni al de salud. Me parece que sería una garantía fundamental que 
entiendan qué es lo que está pasando y cuáles son las finalidades del proceso. Habría que decirle que 
cometió tal o cual infracción y que obtuvo tal o cual respuesta de la sociedad. ¿Cómo explicar eso? 
Creo que sería todo un desafío pero que implicaría mucho en cuanto a la calidad del proceso si este 
sujeto —que es el principal de todos, en definitiva, este adolescente que ha cometido infracción y que 
debe pagar por ello- entendiera cabalmente cuál es la situación. Por eso pensamos en el defensor 
apostando a una fuerte capacitación para que le pudiera explicar lo que resolvemos los abogados en 
términos jurídicos porque me consta que para mucha gente —y más para un adolescente— es muy difícil 
de asumir o de entender. Creo que comprender forma parte de respetar los derechos del adolescente; 
me refiero a que entienda perfectamente qué está pasando y por qué un juez toma una decisión equis. 
La mejor manera que se nos ocurrió fue esta de los defensores. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuamos con la eliminación del artículo 5* y 6? del proyecto de ley por la 
modificación del artículo 4*. 


La señora senadora Ayala había propuesto la modificación del artículo 4% y la consiguiente 
eliminación de los artículos 5% y 6%; quizás quiera hacer algún comentario al respecto. Mientras tanto, 
quiero explicar a quienes nos visitan que el artículo 4%, que era una modificación del artículo 85, fue 
sustituido por lo siguiente: «El Juez podrá aplicar, de las medidas enunciadas en los artículos 
precedentes, todas aquellas que entienda convenientes, siempre y cuando no se contrapongan entre 
sí, teniendo siempre en cuenta el interés superior del adolescente, el principio de proporcionalidad y la 
idoneidad de las medidas, con la finalidad de propender al pleno desarrollo de su persona así como 
sus capacidades, tendiendo a su integración familiar y social». Esta es una propuesta de modificación 
del artículo 85 de la bancada del Frente Amplio. También se sugiere la eliminación de los artículos 5* y 
6”, que mantienen intocado el Código de la Niñez y la Adolescencia. Nos gustaría conocer la opinión de 
la delegación con respecto a esta modificación. Obviamente, con la modificación del artículo 85, las de 
los artículos 86 y 87 no aplicarían. 


SEÑORA MARQUISÁ.- Lo hemos analizado y no tenemos observaciones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos al artículo 8%. Recuerdo que la pregunta sobre este artículo era 
bastante simple y concreta. Dado que los adolescentes tienen el don de la ubicuidad —esto es una 
ironía—, pueden vivir en su domicilio o en otro lugar. Entonces, se optó por hablar de centro de vida, en 
lugar de domicilio o residencia habitual. Nos gustaría saber cómo resolverían esto. 


SEÑORA GATTI.- Justamente, lo estuvimos analizando hoy y lo cierto es que el problema del domicilio 
es que es un concepto jurídico que se regula por el artículo 33 del Código Civil. El domicilio de los 
menores de edad es el de sus representantes legales y, por lo tanto, el adolescente puede estar 
domiciliado en un lugar distinto al que vive efectivamente. Por eso nos parecen más razonables los 
criterios que han adoptado y postularíamos el de la residencia habitual que en los tratados 
internacionales se interpreta habitualmente como centro de vida, es decir donde el adolescente 
efectivamente estudia, vive o trabaja. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Los artículos 10 y 11 han sido desglosados, refieren a las modificaciones de 
los artículos 97 y 98 y tienen que ver con la publicidad en los procesos seguidos entre adultos y 
adolescentes. Esto generó una gran discusión en la Comisión. 


SEÑOR BORDABERRY.- En realidad, se distingue cuando solo está imputado un adolescente o 
cuando lo están estos últimos y también mayores. Se dice que estará a lo dispuesto en el artículo 135 
que permite que se publicite. Entonces, nuestra preocupación está en que nos parece que el interés 
superior del adolescente de que no se conozca su nombre para no estigmatizarlo, debería resultar en 
tener que sacrificar el derecho a que se conozca quién es el mayor, cuando este adolescente también 
esté involucrado. Tenemos la contradicción de que cuando se trata solo de un adolescente, la 
información es reservada y confidencial pero cuando también está involucrado un mayor deja de serlo. 
Este es el motivo del desglose del artículo 10 porque con respecto al 11 tenemos otras objeciones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con respecto al artículo 11 hay otras objeciones que no son de tratamiento 
de esta Comisión porque refiere al monto de la multa y demás. 


SEÑORA MARQUISÁ.- Compartimos la inquietud que había sido planteada pero la comisión omitió 
adjuntar una propuesta que incluía el proyecto del doctor Cavalli, que es un agregado al artículo 135. Él 
sugiere incorporar un literal D para los casos en que uno de los imputados sea adolescente, que diga lo 
siguiente: «En estos casos el tribunal podrá disponer como excepción, la publicidad de la misma, 
siempre y cuando se adopten medidas que impidan la identificación del adolescente sometido a 
proceso». En este sistema acusatorio pretendemos que las audiencias sean públicas pero el agregar 
este literal deja a salvo lo que se planteaba en cuanto a la publicidad cuando hay participación de un 
adolescente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero dejar constancia de que estamos recibiendo la propuesta de la 
comisión asesora sobre el agregado de un literal del 135, a los efectos de aclarar el tema de la 
publicidad en el proceso. 


SEÑOR FLORIO.- Hay una decisión en materia de política criminal que es previa: decidir si va a haber 
o no conexión entre el proceso de adultos y el de adolescentes. Una vez resuelto que sí va a haber 
conexión, la solución razonable sería la que propone la comisión. Si no hubiera conexión entre los 
procesos, si se tramitaran por separado, si a nivel parlamentario se optara por eso, creo que el artículo 
97 debería establecer, a texto expreso, la reserva del proceso seguido contra adolescentes. Una 
posible redacción podría ser la siguiente: «En todo caso, el proceso seguido contra un adolescente por 
la presunta comisión de una infracción a la ley penal será de carácter reservado. La violación de dicha 
reserva se considerará falta grave disciplinaria». Esto tendría sentido en caso de que el Parlamento 
resolviera como política criminal que no va a haber conexión entre los procesos. 


SEÑORA GATTI.- Simplemente quiero aclarar que esta modificación solo tiene sentido en la hipótesis 
de que haya conexión, o sea, un proceso conjunto para adultos y adolescentes; de lo contrario, no 
tiene ningún sentido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como dijimos, el artículo 11 no es de competencia de la comisión. 
Los artículos 12 y 13 ya fueron aprobados con su texto original. 


En cuanto al artículo 14, fue eliminado, ya que la doctora Marquisá informó que fue incluido 
por error. 


Y los artículos 15 y 16 han sido desglosados. 


Quiero agradecer a la secretaría, que anotó todas las observaciones en el proyecto de ley, 
tales como: el señor senador Bordaberry argumenta que vale lo del artículo 1%; el señor senador Mieres 
propone agregar «salvo casos excepcionales de reserva que se dispongan a juicio del juez y en 
atención al interés superior»; el señor senador Bordaberry, «los técnicos designados durante el trámite 
tendrán en todo momento libre acceso al expediente, salvo casos excepcionales de reserva»; la señora 
senadora Ayala sugiere, en cuanto a la reserva, que disponga el juez a solicitud de las partes; la 
señora senadora Payssé, debe incluirse la reserva porque es garantista. 


Se pasa a considerar lo relativo a la documentación de las audiencias. 


SEÑORA GATTI.- Con relación al registro de audiencias, en el proyecto general estamos proponiendo 
modificar el artículo 139 del Código del Proceso Penal, con una redacción que establezca que las 
audiencias van a registrarse por sistema de audio o video y no en expediente papel. 


Lo que pretendíamos con esta norma era aplicar ese mismo artículo —esperamos que el 
Parlamento adecue la redacción a lo que nosotros sugerimos- y que las audiencias para los procesos 
adolescentes se registren de esa manera. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Creo que en el Senado nosotros ya votamos la modificación al artículo 139, pero 
como no se votó en la Cámara de Representantes todavía no es ley. A no ser que yo haya visto tantas 
versiones de esto que me haya confundido. Insisto, creo que votamos la modificación del artículo 139. 


(Dialogados). 


—Mi asesora me dice que cuando votamos el artículo 402.4 también hicimos referencia a 
esto. Quizá esa sea la confusión que tengo. Las modificaciones ya las votamos en el Senado y están 
en el proceso parlamentario. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero recordarle a la comisión que nosotros habíamos desglosado este 
artículo porque se decía que las audiencias dependían también de lo que discutíamos en el artículo 1 * 
y si aplicábamos el Código del Proceso Penal en subsidio o el código del adolescente. El motivo por el 
que lo desglosamos fue exclusivamente por su relación con el artículo 1?. Este tema se va a solucionar 
cuando votemos y decidamos si el artículo 1? permanece o no. 


SEÑORA PRESIDENTA..- En la versión taquigráfica figura que se pide el desglose por el mismo motivo 
que vale para el artículo 1% 


SEÑORA GATTI.- Simplemente quiero aclarar que lo único que dispone este artículo es que las 
audiencias en lugar de ser registradas con un sistema en el que un receptor toma de forma más o 
menos textual lo que sucede en la audiencia, se registra con un sistema de audio que la corte ha 
implementado y que se llama Audire. En realidad, hoy en día en Montevideo este proceso ya rige para 
los procesos de adolescentes porque la norma aplicable en subsidio es el Código General del Proceso 
y le permite a la corte reglamentar cómo se registran las audiencias, así que en los hechos ya está 
funcionando. Estamos eliminando esta referencia al Código General del Proceso y la hacemos al 
Código del Proceso Penal para que no hubiera ninguna duda. A nivel de jurisprudencia se suscitaba 
alguna discusión, pero hoy por hoy está en funcionamiento. 


SEÑORA MARQUISÁ.- Me quedé pensando en lo que decía la señora senadora Payssé y revisando el 
artículo que tenemos sobre disposiciones transitorias —que no es que el Senado había aprobado-, 
cuando se habla de régimen intermedio hay una referencia al artículo 139. Quizá viene por ahí la duda 
de si ya había sido votado. El artículo 139 está referenciado, pero está concebido para la forma de 
registración. En nuestro proyecto se hace una referencia —y supongo que el artículo 402 debe ir por 
esa misma línea, al régimen intermedio-— al artículo 139 pero la redacción que debe quedar es esta que 
establece la forma en la que se van a registrar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El artículo 16 habla sobre el acceso al expediente y la discusión que había 
era sobre quién disponía la reserva. Había varias propuestas para que el juez dispusiera la reserva y 
también varias propuestas de redacción. 


SEÑORA MARQUISÁ.- Cuando lo estábamos analizando nos preguntamos al respecto. A grandes 
rasgos un sistema acusatorio se divide en dos etapas: una tiene que ver con la investigación y después 
cuando se inicia el proceso a partir de la formalización. En etapa de investigación, quien puede solicitar 
la reserva en este caso es la fiscalía, pero la disposición de una reserva de actuaciones compete al 
juez. De modo que el juez dispone, lo que sí puede hacer la fiscalía es la solicitud de reserva. Esto en 
cuanto a la investigación. 


Nos quedaba una duda porque, aparentemente, la referencia era hacia el proceso, entonces, 
ahí se presentaba una dificultad en cuanto a la interpretación. No sé si la referencia es al proceso y no 


a la investigación. Sí tenemos claro que cuando se tiene que hacer una reserva, quien dispone es el 
juez y quien la puede solicitar es la fiscalía, obviamente. 


SEÑOR BORDABERRY.- A nosotros nos cuesta mucho imaginar la situación, porque es reserva 
exclusivamente en una hipótesis: en atención al interés superior del adolescente. Uno se imaginaría en 
un proceso penal que, a veces, hay un interés de que no se frustre prueba —eso es algo que se da 
muchas veces-, pero nos llama la atención que sea en atención al interés superior del adolescente. Si 
es así, ¿debería alcanzar al adolescente y a su defensor? Entonces, ¿le estamos diciendo a la fiscalía 
y al juez que no pueden acceder? 


Nos cuesta imaginar la situación en los hechos. Vuelvo a decir: nunca trabajé en derecho 
penal y menos en penal de menores, pero nos cuesta imaginar cómo funcionaría esto en una situación 
práctica. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Estuvimos analizando el artículo 110 actual y el 110 propuesto y la diferencia no 
tiene que ver con que es atención al interés superior del adolescente, pues está presente en los dos 
artículos, sino que radica en que en la norma vigente se habla de casos excepcionales a juicio del juez. 
En el caso de la propuesta de la comisión se dice: «salvo en casos excepcionales de reserva que se 
dispongan». 


Entonces, tenemos al juez en el CNA actual y una redacción más laxa en esta nueva 
propuesta. Nos generaba dudas cómo podría interpretarse esta cuestión no tan concreta en los 
hechos. Por eso lo habíamos desglosado, pero teniendo bien presente la redacción actual del CNA. 


SEÑOR MIERES.- En la misma línea que la señora senadora Payssé, la pregunta es si hay alguna 
objeción a que se mantenga el artículo 110 en su versión actual, que deja claro que es el juez el que 
fija la reserva. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿La comisión no tiene objeción? 
SEÑORA MARQUISÁ.- No, señora presidenta. 


SEÑOR FLORIO.- Con respecto al acceso al expediente, con el artículo mencionado anteriormente, en 
el que se establece la reserva en forma expresa, queda claro que ante terceros la regla es la reserva. 
Este artículo dispone qué criterios tiene que adoptar un juez en relación con las partes intervinientes en 
el proceso. Pensando en una redacción que podría afinar la que se ha presentado, propondría la 
siguiente: « (Acceso al expediente).- Las partes y los técnicos designados durante el trámite tendrán, 
en todo momento, libre acceso al expediente, a solicitud de las partes» —por el principio acusatorio— «y 
en atención al interés superior del adolescente, el juez en casos excepcionales podrá disponer la 
reserva de las actuaciones respecto de alguno de los intervinientes». 


Al hablar de intervinientes, no nos estamos refiriendo específicamente a las partes del 
proceso, sino a algún otro actor interviniente en el proceso donde el juez, en caso excepcional, pueda 
entender que hay que aplicar una reserva. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Escuché atentamente el planteo del doctor Florio, mi pregunta es la siguiente. 
Habida cuenta de que no había dificultad en mantener el 110 actual y que hay una redacción 
alternativa: ¿por qué opta la comisión? ¿Por mantener el 110 actual o se afilia a la tesis de la nueva 
redacción? Los dos planteos me parecen buenos, pero quiero saber por cuál de esas dos propuestas 
resuelve la comisión. 


SEÑORA GATTI.- En atención a las dudas que plantearon los señores senadores y de las que nos 
surgieron a nosotros del artículo 110 en la mañana estuvimos pensando al respecto. 


Es difícil pensar en qué hipótesis el interés superior del adolescente puede llevar a una 
reserva, pero puede suceder que haya más de un interviniente, más de un adolescente en el proceso, 
así como algún informe que sea de contenido privado, que no favorezca a la defensa del otro 


adolescente y no haya por qué ponerlo en publicidad de las otras partes del proceso, por ejemplo en 
relación a otros que hayan participado del hecho; puede ser una pericia psiquiátrica, un examen físico, 
en fin, cuestiones que son privadas que no hacen a la defensa de los demás imputados también 
adolescentes y que, quizás, haya que mantener en reserva. Por lo tanto, la redacción que propone el 
doctor Florio es más ajustada. 


SEÑORA MARQUISÁ.- Me parece que esa redacción es más ajustada al funcionamiento de un 
sistema acusatorio. Creo que lo reubica de mejor manera, así que no tendríamos problemas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que el defensor del menor siempre debe tener acceso, en eso estamos 
de acuerdo, por más que sea una pericia psiquiátrica contraria a su defendido. Me parece que es 
básico; estamos de acuerdo que ese derecho constitucional de acceso no se toca. Entiendo que hacia 
ahí vamos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Los artículos 17 y 18 no tienen modificaciones; el 19 quedó desglosado; el 
20 quedó el original y el 21 quedó desglosado y refiere a la modificación del artículo 116. 


SEÑOR CAVALL!.- Este artículo 21, que refiere a la unificación de medidas de diferente naturaleza, fue 
copiado textualmente del proyecto del año 2013 por los integrantes de ese entonces de la comisión. 


SEÑOR FLORIO.- También integré esa comisión y por lo tanto tengo responsabilidad con respecto al 
artículo 116. Estuve leyéndolo y recordando el espíritu de su redacción y terminé armando una 
propuesta alternativa que mejora sustancialmente su texto al establecer las diferentes situaciones en 
que coinciden medidas socioeducativas privativas y no privativas de libertad. 


En este caso, la raíz del problema es la discrecionalidad absoluta que tienen los jueces 
cuando hacen los procesos de unificación de causas. Hoy no tienen un criterio establecido para 
disponer la unificación de medidas de diferente naturaleza. Por lo tanto, la solución queda librada a lo 
que el juez disponga. 


La propuesta del artículo 116 establece diferentes situaciones cuando a un juez se le 
presentan medidas de diferente naturaleza, y las resuelve caso a caso. 


El inciso primero establece que cuando deban acumularse medidas de diferente naturaleza, 
se procederá a discriminar unas de otras, acumulándolas a la causa del juzgado competente que 
entienda en el proceso de unificación, sin que opere confusión entre las mismas. 


El artículo 115, según la redacción que se propone, dispone la competencia para el proceso 
de unificación. En principio, la competencia para el proceso de unificación es el juez de ejecución, pero 
como en el caso de los adolescentes no hay este tipo de jueces, quien asume la competencia es el 
juez de la última causa. Este es el que tiene que realizar el proceso de unificación de las diferentes 
sentencias que estén en curso. Entonces, de acuerdo con el inciso primero quedaría claro que cuando 
deban acumularse medidas de diferente naturaleza, se procederá a discriminar unas de otras, 
acumulándolas a la causa del juzgado competente que entienda en el proceso de unificación, o sea, el 
último, sin que opere confusión entre medidas socioeducativas privativas y no privativas de libertad. 


El inciso segundo dice que realizada la operación anterior, el aumento a que refiere el 
artículo 54 del Código Penal —que es el de la reiteración real que establece el criterio para determinar 
el aumento por la comisión de dos delitos—, se aplicará solo en los casos que resulten medidas de igual 
naturaleza dispuestas por dos o más sentencias. La acumulación se realiza entre medidas 
socioeducativas privativas de libertad, por separado de las medidas socioeducativas no privativas de 
libertad; jamás se pueden mezclar. 


El inciso tercero establece que si de la sentencia de unificación resultaren acumuladas 
medidas privativas y no privativas de la libertad —aclaro que estoy leyendo la nueva redacción, que 
luego voy a enviarles—, se cumplirán en primer término las primeras, o sea, las privativas y finalizadas 
que fueren se cumplirán las socioeducativas no privativas de libertad. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Mi pregunta es si algunas medidas no privativas pueden cumplirse 
simultáneamente con las privativas. Entendemos lo que son las privativas. Ahora bien, las no privativas 
como, por ejemplo, un tratamiento, ¿podría llevarse delante de manera simultánea no solo por 
conveniencia sino tal vez por necesidad? Quiero que quede bien claro por qué no pueden correr 
simultáneamente en algunos casos. Es una pregunta que planteamos el otro día y que formulo ahora 
porque justamente, por las características de las medidas, es posible y tal vez sea recomendable 
desde el punto de vista técnico que se realicen de manera simultánea. 


SEÑOR FLORIO.- El criterio que en su momento se había adoptado había sido este pero capaz que de 
la práctica podría surgir alguna propuesta mejor. 


SEÑOR CAVALLI.- Es muy atinada la observación de la señora senadora y bienvenida sea. La 
interrogante es si se puede cumplir una medida no privativa de libertad mientras se está privado de 
libertad. Por ejemplo, el adolescente está privado de libertad y sale a hacer una tarea comunitaria. 
Creo que sería provechoso hacerlo, pero el artículo 54 no está diseñado para el proceso de 
adolescentes. Entonces, en ese sentido, en la aplicación de la norma es más sensata la posición de la 
señora senadora. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Podríamos estudiar una redacción alternativa. 


SEÑOR FLORIO.- Así es, podríamos estudiar una redacción —que sería el inciso tercero— que prevea 
la hipótesis planteada en comisión, y en caso de que no pudiera cumplirse, que se aplique en primer 
término la medida privativa y luego la no privativa. 


SEÑORA AYALA.- Propongo que el señor Florio termine de leer la nueva redacción del artículo y 
luego hacemos las intervenciones, porque particularmente de este modo me cuesta un poco más 
comprender. 


SEÑOR FLORIO.- El inciso cuarto establece en su nueva redacción que cuando las medidas 
privativas de libertad sean sustituidas por medidas no privativas y hubiere saldo a cumplir por parte de 
las primeras, se procederá a realizar una segunda unificación entre la medida socioeducativa no 
privativa de libertad y el saldo a cumplir de la medida privativa de libertad que fue sustituida, 
aplicándose en tal caso el régimen del artículo 54 del Código Penal. Voy a tratar de explicar esta 
redacción aunque me parece que es más clara que la anterior. 


Durante una privación de libertad un juez en este caso puede resolver la sustitución de 
medida. Puede pasar que durante una aplicación de libertad en el caso de un menor infractor, sea 
sentenciado a dos años de privación de libertad y el juez al año y medio resuelve sustituirlo por una 
medida socioeducativa no privativa. Entonces, el inciso resuelve cómo se hace la unificación de dicho 
saldo respecto a la otra medida socioeducativa no privativa de libertad que se acumula a la causa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tuvimos una larga discusión sobre el tema del saldo, así que bienvenida la 
explicación. 


SEÑOR FLORIO.- Ese saldo se separa, se une a la medida socioeducativa no privativa de libertad y 
se aplica el artículo 54 del Código Penal que es el criterio de la reiteración real. Después les enviaré la 
redacción para que quede claro. 


SEÑOR BORDABERRY.- El último inciso nos generó muchísimas dudas sobre el cese y cumplimiento. 


SEÑOR FLORIO.- Todo lo anterior es sin perjuicio de que alcanzada la finalidad de las medidas 
socioeducativas impuestas se proceda al cese o suspensión de las mismas según fuere el caso. Esto 
aclara el inciso anterior. 


Si un adolescente de acuerdo con los informes técnicos de evaluación hubiere cumplido con 
la finalidad socioeducativa impuesta en la causa por la cual se le aplicó una medida socioeducativa 
privativa de libertad y esta se encontrare pendiente de unificación con otras, el tribunal competente de 


oficio o a solicitud de parte traerá en vista todas las causas acumuladas para su consideración y 
dispondrá el cese de las medidas en cada una de ellas y el consecuente archivo de las actuaciones. 
¿Qué significa? Que cumplida la finalidad socioeducativa en la privativa de libertad, si hay un dictamen 
y una resolución de que en la privativa de libertad se cumplió con la finalidad socioeducativa, se 
dispone el archivo de las otras, es decir, de las socioeducativas no privativas de libertad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Allí teníamos la duda de si era «se dispondrá» o «se podrá disponer». 
SEÑOR FLORIO.- Es una decisión de política criminal. Nos parece razonable, pero se puede analizar. 
SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero seguir la lógica de esto que es entreverado. Tomemos nota de eso. 


Supongamos que hay una medida socioeducativa privativa que cumple su finalidad y termina 
y otras que son no privativas que están anexadas. De hecho, según creo entender de lo que se dice 
acá —consulto esto para entender; quizás me estoy confundiendo yo sola-, ¿puede haber alguna 
medida socioeducativa no privativa que deba seguir poniéndose en práctica con ese adolescente 
porque no hace a la materia por la cual terminó el cumplimiento de su medida privativa? Puede ser un 
tratamiento, no sé, una cantidad de cosas que se pueden plantear como medidas socioeducativas. Me 
interesa saber si cuando termina la privativa, de hecho se junta y termina todo, porque acá dice 
«dispondrá el cese de las medidas en cada una de ellas». Pregunto si siempre se da por sentado, 
cuando se terminan las medidas privativas, que las no privativas entonces ya no tienen lugar o si 
puede pasar que haya necesidad de seguir aplicando algunas no privativas. 


SEÑOR FLORIO.- El artículo está basado en el principio de integridad de las personas. Se entiende 
que la persona es la misma que cometió una infracción, por la que tuvo una privativa de libertad y 
luego una no privativa. Hay un principio de integralidad de la persona. Sobre esa base, el criterio que 
determina si cesa una medida como regla en todo el CNA es el cumplimiento de la finalidad 
socioeducativa. Recordemos que el espíritu del CNA es que esto no sea aflictivo, sino educativo. 


Cumplida la finalidad socioeducativa en una causa, lo razonable es que se apliquen las otras 
porque es la misma persona que cumplió dicha finalidad socioeducativa. En este caso, el criterio que 
adopta la redacción es que, cumplida la finalidad socioeducativa por la aplicación de la medida más 
grave que es la privativa de libertad, está cumplida la finalidad socioeducativa para las otras causas 
que son de menor entidad. Es una decisión socioeducativa —no quiero llamarla política criminal porque 
termino enredándome-,; en definitiva, es una decisión adoptar o no este criterio. Nos parece que es 
positivo. 


SEÑORA AYALA.- ¿Esto es siempre y cuando lo avale el informe técnico? 


SEÑOR FLORIO.- Sí, tiene que haber un informe técnico que determine el cumplimiento de la finalidad 
socioeducativa. 


El último inciso dice que en caso que las medidas fueren suspendidas, así se hará constar en 
las respectivas causas o en la causa de unificación dispuesta, dejándose constancia del saldo que 
resta por cumplir. Esto es cuando se suspende una medida; por ejemplo, si el adolescente entró a 
trabajar. Se entiende que a veces una medida puede entorpecer esa nueva actividad del adolescente y 
entonces se puede disponer la suspensión. De hecho, creo que hoy se aplica, ¿no? 


SEÑOR BORDABERRY.- En este artículo 21 se dice: «Sustitúyese el artículo 116 del Código de la 
Niñez y la Adolescencia aprobado por Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004... ». Cuando voy al 
repartido que nos dieron veo que, en realidad, tenemos el artículo 116 y el 116 bis. 


SEÑOR FLORIO.- En este caso estamos modificando el artículo 116, no el 116 bis. 


SEÑOR BORDABERRY.- El 116 está relacionado con las infracciones reiteradas. ¿Estamos de 
acuerdo? 


SEÑOR FLORIO.- Efectivamente. 

SEÑOR BORDABERRY.- Antes se llamaba «Infracciones reiteradas». ¿Es así? 
SEÑOR FLORIO.- Sí, es correcto. 

SEÑOR BORDABERRY.- Ahora se llamará «Medidas de diferente naturaleza». 
SEÑOR FLORIO..- Sí. 

SEÑOR BORDABERRY.- Ahora viene la pregunta. 


Acá veo -y me parece muy bien- el interés superior del adolescente de ser reeducado. 
Obviamente, cuando se cumplen las finalidades de las medidas socioeducativas, es bueno que se lo 
reinserte, pero no veo la situación del otro actor principalísimo que también tenemos que cuidar 
balanceadamente, que es la víctima. En definitiva, toda decisión judicial que impone una sanción, 
sobre todo en el caso del adolescente, debe tener la finalidad especial de la reeducación, pero ¿qué 
sucede con la protección? ¿En algún momento se valora, se tiene en cuenta en el caso de alguien que 
ha tenido conductas muy complicadas? 


Anteayer estaba leyendo en El País de Madrid que, por la doctrina Parot de la Comunidad 
Europea, dejaron libre a un violador. Me refiero al «violador del ascensor», que mató a dos mujeres y 
violó a cinco más. Entonces, quisiera encontrar el equilibrio necesario entre la protección de la víctima 
y los intereses de la comunidad socioeducativa, quisiera saber si están incluidos en esto. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quisiera hacer una consulta para tenerlo bien claro. El artículo 116 fue modificado 
en 2011 por la Ley n.” 18.778. Me gustaría saber, entonces, si es ese artículo el que estamos 
modificando. 


SEÑOR FLORIO.- Sí, es ese artículo, señora senadora. Pero lo que ocurre es un tema de numeración. 
La redacción del artículo 116 vigente pasa al artículo 115. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, ¿hay que modificar el artículo 115? 


SEÑOR FLORIO.- El artículo 115 ya está modificado en la propuesta, que es el que refiere a 
unificación y antecedentes. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En la Ley n.? 18.778 modificamos el artículo 116 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia, con una redacción que modificaba —valga la redundancia que establece «infracciones 
reiteradas». Ese artículo tiene dos literales, etcétera, etcétera. 


Lo que quiero saber es si nos estamos refiriendo al artículo 116 de la Ley n.* 18.778. 


SEÑORA AYALA.- El artículo 116 al que se hace referencia —infracciones reiteradas— en el proyecto de 
ley actual que estamos tratando en la comisión está como artículo 115. 


SEÑOR FLORIO.- Contestando la pregunta planteada por el señor senador, nosotros entendemos que 
en el nuevo proceso que se va a aplicar para adolescentes, la víctima va a tener mucha más relevancia 
que la que tiene hoy. Digo esto porque, de hecho, se están aplicando las normas del Código del 
Proceso Penal que le dan una cantidad de garantías a la víctima. Por tanto, en ese sentido, vemos que 
es positivo el cambio hacia la víctima. 


El segundo aspecto, con relación al carácter aflictivo, que también tiene una medida que se 
aplica hacia un adolescente, está vigente. No se tocó el artículo 116 bis, que establece determinadas 
sanciones ante ciertas infracciones de entidad. 


SEÑORA MARQUISÁ.- Con respecto a la consulta del señor senador Bordaberry —a la que, de alguna 
manera, el doctor Florio también hacía referencia ahora—, una razón más para pensar en que se 
aplican las normas del Código del Proceso Penal dice relación con este tema de la víctima. En este 
nuevo sistema, la víctima tiene un conjunto de derechos, y también hay un conjunto de obligaciones — 
en este caso para la Fiscalía— en cuanto habla de la atención y protección de víctimas y testigos. 


La víctima tiene un conjunto de derechos que, de alguna manera, responderían a la 
interrogante que el señor senador hacía en cuanto a que deberíamos pensar en aplicar el Código del 
Proceso Penal porque, de esta forma, estamos salvaguardando también los derechos de la víctima, 
que no están plasmados en el Código de la Niñez y la Adolescencia. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quizás no me expresé bien. Coincido cien por cien con lo que acaba de 
señalar la doctora, pero me parece que cuando el juez establece que la finalidad socioeducativa está 
cumplida y dispone el cese de la medida, no solamente debería considerar las medidas de seguridad y 
la eventual peligrosidad. Por eso citaba el caso del violador del ascensor en España. La doctrina Parot 
de la comunidad europea lo liberó y resulta que el domingo pasado marchó preso nuevamente. 
Entonces, no solamente habría que atender las medidas socioeducativas, sino también las de 
seguridad de las posibles víctimas futuras. Una vez cumplidas las medidas socioeducativas supongo 
que el juez pensará que no existe una posibilidad futura porque está resocializado, pero me parece 
que los jueces siempre disponen las dos posibilidades. Quisiera saber si hay alguna norma al respecto. 


SEÑOR FLORIO.- El artículo 116 bis establece preceptividad de privación de libertad para cierto tipo 
de infracciones como la violación o el homicidio. Luego del año-de hecho es lo que hoy sucede— un 
juez puede determinar que se cumple la finalidad socioeducativa. Puede sentenciarlo a dos años, pero 
puede entender que se cumple la finalidad socioeducativa luego de que estuvo un año privado de 
libertad. En ese caso, cumplida dicha finalidad en base al principio de integralidad de la persona, se 
aplicaría dicho informe a los procesos por los cuales el adolescente fue penado con una 
socioeducativa no privativa de libertad, que es una infracción a la ley penal de menor entidad. Creo que 
por ahí quedaría claro el concepto. 


SEÑORA GATTI.- Estoy pensando en la pregunta del señor senador Bordaberry que es muy 
interesante. No nos hemos planteado prever una consulta preceptiva a la víctima. Quizás se le podría 
dar vista o un traslado antes de disponer el cese. No lo plantemos, podría existir. Tampoco se 
establece en el proceso penal para adultos —antes de disponer, por ejemplo, una excarcelación 
provisional— la consulta a la víctima. Si bien la víctima tiene muchas más potestades en el nuevo 
código no interviene preceptivamente en esas instancias. Como comisión no nos hemos planteado 
este tema, pero eventualmente si lo entienden del caso, los señores senadores lo podrán incluir. 


SEÑOR BORDABERRY.- Lo que sí sabemos y son datos de la realidad es que muchas veces quien 
cometió un delito después se pasea frente a la víctima o a la familia de las víctimas, de los testigos, 
etcétera. Durante la reinserción se dan distintos elementos que suceden, incluso, en los dos lados, 
porque aparecen reacciones violentas tanto de parte del victimario como de la parte afectada. Se están 
dando cantidad de casos. ¿No debería preverse este tipo de situaciones y establecerse que, por 
ejemplo, a determinado lado el victimario no debería ir o que no podría acercarse a tal persona? La 
persona cuando está curada se va, pero debemos ver si después vuelve. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No hemos terminado con el tratamiento del artículo 116, pues falta el último 
párrafo del inciso. El doctor Florio se va a referir al último inciso del artículo 116, Medidas suspendidas. 


SEÑOR FLORIO.- En el caso de que las medidas fueren suspendidas así se hará constar en las 
respectivas causas o en la causa de unificación dispuesta, dejándose constancia del saldo que resta 
por cumplir. Un ejemplo es si el adolescente consigue un trabajo. Vencido el mismo se convocará al 
adolescente, su defensor y a la Fiscalía a audiencia evaluatoria a efectos de proceder al cese de las 
medidas o su prosecución si así resultare necesario. En todo caso deberá computarse todo el tiempo 
cumplido hasta operada la suspensión. Eso significa que luego de que se dispone la suspensión, si el 


chico consigue un trabajo, cumplido el tiempo de la sentencia se lo cita, se hace una audiencia de 
evaluación y se dispone el cese de la medida, si correspondiere. Con eso quedaría terminado lo 
referente al artículo 116. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el caso de las medidas suspendidas teníamos solo un problema de 
redacción, las mayores dudas que se nos presentaron antes. 


SEÑORA MARQUISÁ.- Quiero volver sobre un artículo que ya ha sido votado. Me refiero al artículo 17, 
que remite al 111 del CNA. Esto viene también del original nuestro, pero uno siempre debe tener la 
capacidad de volver hacia atrás y darse cuenta cuando hay un error. 


Dice así: Artículo 111. (Notificaciones preceptivas).- Cuando a un adolescente se le restrinja o 
prive de su libertad ambulatoria, la fiscalía y el tribunal dispondrán que se notifique de inmediato a su 
defensor y a los padres o representantes legales». 


Al revisar este artículo nos pareció que no corresponde a la fiscalía —porque no es de su 
carga ni deber— realizar esta notificación. Todas las comunicaciones y notificaciones que haya que 
hacerse en un proceso corresponden al tribunal por lo que, en este caso, no corresponde que eso lo 
haga la fiscalía. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, el artículo 111 debería decir: «Cuando a un adolescente se le 
restrinja o prive de su libertad ambulatoria, el tribunal dispondrá que se notifique de inmediato a su 
defensor y a los padres o representantes legales». 


Asumimos la corrección propuesta por la doctora Marquisá y modificamos el artículo 17 que, 
por lo tanto, pasa a estar desglosado y lo votaremos en la próxima sesión. 


SEÑORA GATTI.- Si se me permite, quiero proponer una pequeña modificación a un artículo que 
también fue aprobado, que es el 115, «Infracciones reiteradas», simplemente para clarificar. 


En el inciso segundo dice: «En los lugares donde no existan tribunales de ejecución, serán 
competentes el tribunal y la fiscalía que hubieran entendido en la última causa formalizada 
judicialmente independientemente de la fecha de la comisión». Lo que proponemos es eliminar la 
primera parte de este inciso, es decir «En los lugares donde no existan tribunales de ejecución» 
porque, en realidad, los tribunales de ejecución y vigilancia son solo para adultos. Se trata de juzgados 
de ejecución de sentencias penales y esto sería para evitar todo tipo de confusión con la competencia 
de estos juzgados que, en realidad, no propusimos modificar y no vimos que hubiera ninguna norma 
que lo pretenda. 


Entonces, la norma comenzaría en: «Serán competentes el tribunal» y seguiría el texto; 
proponemos esto porque puede llegar a generar conflictos de competencia innecesarios. 


SEÑOR FLORIO.- Quiero hacer una aclaración con respecto al artículo 115 para que se tenga en 
cuenta. 


Hay una norma programática que estaba en el 116 actual que es la siguiente: «La Suprema 
Corte de Justicia creará y reglamentará un Registro Nacional de Antecedentes Judiciales de 
Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal. 


Dicho registro tendrá dos secciones:» y las desarrolla. Entendemos que eso no se deroga, 
que ese registro sigue existiendo. Por esto tal vez habría que pensar en mantener esa misma parte de 
la redacción como otro inciso del artículo 115. Esa es una propuesta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Primero dejamos sentando lo que sugirió la doctora Gatti respecto a que se 
suprima «En los lugares donde no existan tribunales de ejecución» y que el segundo párrafo del 115 
empiece por «Serán competentes». 


Ahora consideraremos el tema del artículo programático sobre los antecedentes judiciales de 
la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En mi intervención anterior intenté comunicar —quizás no de la mejor manera— 
esta circunstancia que ahora se está analizando. Tengo claro que el artículo 115 propuesto por la 
comisión, relativo a infracciones reiteradas, refiere al texto del 116 actual y no al del Código de la Niñez 
y de la Adolescencia de la Ley n.* 17.823 porque ese fue modificado en la Ley n.* 18.778, en el año 
2011. Ese artículo modificado encierra, además, la propuesta programática que no vi en esta propuesta 
sustitutiva de nuestros invitados y tampoco estaba en el artículo 116 original. Curiosamente, cuando 
nos hacen el comparativo en la comisión, transcriben el original y no el modificado. Mi pregunta era si 
se había tomado en cuenta el texto de la Ley n.* 18.778 o si esa nueva modificación se había quedado 
en el espacio o en una nube, como muchas veces sucede. Cuando se modifica el CNA, tengo la 
costumbre de poner las modificaciones en el original para poder referirme a ambas cosas y, reitero, el 
texto de la Ley n.” 18.778, artículo 115 según refieren aquí y 116 original, no me coincidía con uno o 
con otro y por eso mi intervención anterior. 


SEÑOR FLORIO.- Para cerrar mi intervención, al menos de esta parte, con respecto al artículo 116 
informo que les voy a hacer llegar la redacción con la observación que hicieron de uno de los incisos y 
del 115, incorporando la norma programática y dándole una mejor redacción. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera que la secretaría tome nota de algunas cosas que consideramos 
importantes. Nosotros estábamos derogando la parte del registro; como estaba redactado se sustituía 
el artículo 116 y ahora no se quiere derogar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo estamos estudiando. 


SEÑOR BORDABERRY.- Bueno, dejémoslo arriba de la mesa para la próxima sesión de la Comisión 
para tomar una decisión. 


Por otro lado, al sustituir el artículo 115, lo estamos derogando. Si lo vamos a hacer —porque 
supongo que se aplica el Código del Proceso Penal y, por ende las normas de los plazos procesales—, 
deberemos cambiar el título del capítulo porque se llama «Plazos procesales» y, en realidad, no hay 
plazos. Por lo tanto, pido a la secretaría que tome nota de esto para que lo ponga en forma. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Luego tenemos desglosado lo relativo a la competencia, artículo 76 bis que 
dice que los juzgados letrados de primera instancia en lo penal especializados en adolescentes serán 
competentes para entender en los casos referidos en el artículo 25.1 del Código del Proceso Penal. 
Pero esto no llegamos a considerarlo. 


SEÑORA AYALA.- Dentro de los repartidos que hemos estado trabajando, nos llegó la redacción de un 
artículo que modifica la ley orgánica de los tribunales. Me gustaría saber si correspondería que la 
apelación fuera resuelta por los tribunales de familia, como hasta ahora, o por los tribunales penales. 


SEÑOR CAVALLI.- La propuesta era cerrar el ciclo, esa evolución de que hablábamos y que pasen 
definitivamente a la materia penal siguiendo un poco la solución de Costa Rica, donde tienen seis salas 
penales, equivalentes a nuestro tribunal de apelaciones y uno de ellos se especializa en adolescentes. 
Entonces, todos los asuntos de adolescentes van a esa sala penal. Obviamente, por una cuestión de 
número, las otras van a tener más trabajo. El sistema informático de distribución de competencias hace 
que también les asignen algunos casos de adultos pero es importante mantener una especialización en 
penal en adolescentes. Por eso pensamos en el traslado de familia a la materia penal y que la corte 
disponga qué tribunal será el competente cuando el infractor sea un adolescente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a nuestros invitados su participación en la tarde de hoy. 


(Se retiran de sala los integrantes de la Comisión Interinstitucional para la aplicación del 
nuevo Código del Proceso Penal). 


—Tenemos que organizar el trabajo que nos queda para terminar con la consideración del 
proyecto de ley sobre el interminable Código del Proceso Penal. 


Para la sesión del martes próximo han sido convocados los representantes del INAU. Me 
parece que ya en esa misma sesión podríamos poner a votación los artículos. Presumo que tendremos 
dificultades con el 1? y el 2*, pero el resto del articulado no ofrece mayores inconvenientes. 


SEÑOR MIERES.- Tengo entendido que la Comisión de Salud Pública recibió una nota del Colegio 
Médico del Uruguay, en la que hace suyo el planteo de modificar el numeral 2 del artículo 184 del 
Código del Proceso Penal, que tiene que ver con los exámenes médicos sin consentimiento del 
imputado. Entonces, se está sumando la opinión del Colegio Médico del Uruguay y me parece que vale 
la pena distribuir esa nota, ya que vamos a tener que modificarlo. A esta altura no queda ninguna duda 
de ello. 


SEÑOR HEBER.- Por mi parte solicito que la comisión trate un proyecto de ley que se aprobó por 
unanimidad en la Cámara de Representantes sobre el «Día del Futuro». Pienso que como tenemos 
pendientes muchos temas importantes se correría el riesgo de ir postergándolo y por eso les pido a los 
señores senadores que lo estudien. Quizá podríamos dedicar una sesión para tratar ese tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a volver a repartir el proyecto de ley que declara «Día del Futuro» el 
último lunes del mes de setiembre de cada año. Les pido a los señores senadores que lo estudien y 
den su opinión en la próxima sesión de la comisión. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Son las 16:50). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


